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PROPUESTA DE MODIFICACIÓN DEL DECRETO LEGISLATIVO 2/2015,  DE 15 DE MAYO,  DEL
CONSELL, POR EL QUE SE APRUEBA EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE COOPERATIVAS DE LA
COMUNITAT VALENCIANA, A TRAVÉS DEL ANTEPROYECTO DE LEY DE MEDIDAS FISCALES, DE
GESTIÓN  ADMINISTRATIVA  Y  FINANCIERA  Y  DE  ORGANIZACIÓN  DE  LA  GENERALITAT PARA
2022.

ARTICULO 10
2. Los estatutos sociales deberán expresar como mínimo:
a) La denominación, el domicilio, la duración y el ámbito territorial (…)
b) El objeto social para el que se crea la cooperativa.
c) Las actividades económicas o profesionales a través de las cuales podrá desarrollarse el objeto
social
d) El capital social mínimo
(…)
p) Las demás materias que según esta ley deben regular los estatutos sociales.
Los estatutos podrán ser desarrollados mediante un reglamento de régimen interno aprobado por
la asamblea, cuya inscripción en el Registro no será obligatoria.
3.  Sin  perjuicio  de lo  que se prevé en los  apartados 1 y  2  anteriores,  reglamentariamente se
regulará el  procedimiento abreviado para la  constitución de las cooperativas enunciadas en el
artículo 18.7, de acuerdo con los términos pervistos en el mismo.

ARTICULO 18
7. Se podrán inscribir por el procedimiento abreviado las cooperativas cuyo número de personas
socias no sea superior a diez. En ese caso:
a) La escritura pública hará constar expresamente que la cooperativa opta por el procedimiento
abreviado de inscripción.
b) El Registro de Cooperativas, en el plazo de los dos días hábiles siguientes al día de la recepción
de los documentos preceptivos para la constitución de la cooperativa, efectuará su calificación
jurídica y emitirá la resolución correspondiente.

ARTICULO 19
2. La Generalitat y otras entidades públicas, en los términos establecidos en el artículo siguiente y
siempre que medie acuerdo adoptado por mayoría de dos tercios de los miembros del consejo
rector, podrán formar parte como socias de cualquier cooperativa para el ejercicio de la iniciativa
económica pública.
3. Si lo prevén los estatutos y se acuerda en el momento de la admisión, podrán establecerse
vínculos sociales de duración determinada que no podrá exceder de cinco años, siempre que el
conjunto de estos socios y socias no supere la quinta parte del total de las personas socias de
carácter indefinido, ni de los votos de éstas en la asamblea general, salvo en las cooperativas de
hasta diez socios en las que el límite será del 50%. En el caso de las cooperativas…
(…)
Transcurrido el periodo de vinculación, salvo que los estatutos establezcan otra cosa, se extinguirá
automáticamente la relación societaria y la persona socia tendrá derecho a la liquidación de su
aportación obligatoria a capital, que le será reembolsada en el momento de la baja, sin que sean
de aplicación los plazos máximos de reembolso previstos en el artículo 61 de esta ley.



 

ARTICULO 28
1. Si los estatutos lo prevén, la cooperativa, de cualquier clase que sea, podrá incorporar como
asociadas a personas físicas o jurídicas, tanto públicas como privadas, que realicen aportaciones
a capital social de carácter voluntario. Del mismo modo, las personas socias que causen baja
justificada u obligatoria podrán adquirir la condición de asociadas, transformando su aportación
obligatoria en voluntaria.
2. Las personas asociadas, que no podrán tener a la vez la condición de socias, ostentarán los
mismos derechos y obligaciones que éstas, con las siguientes especialidades:
(…)

ARTICULO 37
3. Cada persona socia puede hacerse representar para una asamblea concreta, mediante poder
escrito en el que se podrán indicar las instrucciones sobre cada asunto del orden del día, por otro
socio o socia,  por su cónyuge,  ascendiente,  descendiente,  hermano o hermana o persona que
conviva  con  el  socio  o  socia.  La  representación  es  revocable.  Cada  socio  o  socia  no  podrá
representar a más de dos personas socias ausentes”.

ARTICULO 40
1. Son impugnables los acuerdos sociales que sean contrarios a la Ley, se opongan a los estatutos
o al reglamento de régimen interno o lesionen el interés social en beneficio de uno o varios socios
o asociados o de terceros. La lesión del interés social se produce también cuando el acuerdo, aun
no causando daño al patrimonio social, se impone de manera abusiva por la mayoría. Se entiende
que el acuerdo se impone de forma abusiva cuando, sin responder a una necesidad razonable de
la sociedad cooperativa, se adopta por la mayoría en interés propio y en detrimento injustificado de
los demás socios.
No será procedente la impugnación de un acuerdo social cuando haya sido dejado sin efecto o
sustituido válidamente por otro adoptado antes de que se hubiera interpuesto la  demanda de
impugnación. Si la revocación o sustitución hubiera tenido lugar después de la interposición, el
juez dictará auto de terminación del procedimiento por desaparición sobrevenida del objeto. Lo
dispuesto  en  este  párrafo  se  entiende  sin  perjuicio  del  derecho  del  que  impugne  a  instar  la
eliminación de los efectos o la reparación de los daños que el acuerdo le hubiera ocasionado
mientras estuvo en vigor.
Tampoco procederá la impugnación de acuerdos basada en los siguientes motivos:
a) La infracción de requisitos meramente procedimentales establecidos por la Ley, los estatutos o
el  reglamento de régimen interno,  para la  convocatoria o la  constitución del  órgano o para la
adopción del acuerdo, salvo que se trate de una infracción relativa a la forma y plazo previo de la
convocatoria, a las reglas esenciales de constitución del órgano o a las mayorías necesarias para
la adopción de los acuerdos, así como cualquier otra que tenga carácter relevante.
b) La incorrección o insuficiencia de la información facilitada por la sociedad en respuesta al
ejercicio  del  derecho  de  información  con  anterioridad  a  la  asamblea  general,  salvo  que  la
información incorrecta o no facilitada hubiera sido esencial para el ejercicio razonable por parte
del socio medio, del derecho de voto o de cualquiera de los demás derechos de participación.
c) La participación en la reunión de personas no legitimadas, salvo que esa participación hubiera
sido determinante para la constitución del órgano.
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d) La invalidez de uno o varios votos o el cómputo erróneo de los emitidos, salvo que el voto
inválido o el error de cómputo hubieran sido determinantes para la consecución de la mayoría
exigible.
Presentada la demanda, la cuestión sobre el carácter esencial o determinante de los motivos de
impugnación se planteará como cuestión incidental de previo pronunciamiento.
2. La acción de impugnación de los acuerdos sociales caducará en el plazo de un año, salvo que
tenga por objeto acuerdos que por sus circunstancias, causa o contenido resultaren contrarios al
orden público, en cuyo caso la acción no caducará ni prescribirá, conforme establece la legislación
estatal.
El plazo de caducidad se computará desde la fecha de adopción del acuerdo. Si el acuerdo se
hubiera inscrito, el plazo de caducidad se computará desde la fecha de la inscripción.
3.  Para  la  impugnación  de  los  acuerdos  sociales  están  legitimados  cualquiera  de  los
administradores,  los  terceros  que acrediten  un  interés  legítimo y  los  socios  o  asociados  que
hubieran  adquirido  tal  condición  antes  de  la  adopción  del  acuerdo,  siempre  que representen,
individual o conjuntamente, al menos el 1% de la totalidad de los votos existentes en la sociedad
cooperativa al tiempo de la adopción del acuerdo, o cincuenta votos en el caso de cooperativas
con más de cinco mil socios. Los estatutos podrán reducir el porcentaje indicado y, en todo caso,
los socios que no lo alcancen tendrán derecho al resarcimiento del daño que les haya ocasionado
el acuerdo impugnable.
Para  la  impugnación  de  los  acuerdos  que sean  contrarios  al  orden  público  estará  legitimado
cualquier  socio  o  asociado,  aunque  hubieran  adquirido  esa  condición  después  del  acuerdo,
administrador o tercero.
Las acciones de impugnación deberán dirigirse contra la sociedad cooperativa. Cuando la persona
que  inicia  acciones  de  impugnación  tuviese  la  representación  exclusiva  de  la  sociedad  y  la
asamblea  general  no  tuviese  designado  a  nadie  a  tal  efecto,  el  juez  que  conozca  de  la
impugnación nombrará la persona que ha de representarla en el proceso, entre los socios que
hubieren votado a favor del acuerdo impugnado.
Los socios o asociados que hubieren votado a favor del acuerdo impugnado podrán intervenir a su
costa en el proceso para mantener su validez.
No podrá alegar defectos de forma en el proceso de adopción del acuerdo quien habiendo tenido
ocasión de denunciarlos en el momento oportuno, no lo hubiera hecho.
4. De conformidad con lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Civil, para la impugnación de los
acuerdos sociales, se seguirán los trámites del juicio ordinario y las disposiciones contenidas en la
mencionada Ley.
En el caso de que fuera posible eliminar la causa de impugnación, el juez o árbitro, a solicitud de la
sociedad demandada, otorgará un plazo razonable para que aquella pueda ser subsanada.
5. La sentencia firme o laudo que declare la nulidad de un acuerdo inscribible habrá de inscribirse
en el Registro de Cooperativas.
En el  caso de que el  acuerdo impugnado estuviese inscrito en el  Registro de Cooperativas,  la
sentencia  o  laudo  determinará  además  la  cancelación  de  su  inscripción,  así  como  la  de  los
asientos posteriores que resulten contradictorios con ella.
6. Con carácter previo a la impugnación de los acuerdos sociales, deberá haberse agotado la vía
cooperativa interna establecida en la presente Ley.

ARTICULO 42
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1. El consejo rector estará formado por un mínimo de tres miembros. Los estatutos sociales fijarán
el número de componentes del consejo rector, o bien el máximo y el mínimo, correspondiendo en
este caso a la asamblea general la determinación de su número concreto. Asimismo, los estatutos
podrán establecer la existencia de miembros suplentes, que sustituirán a los miembros titulares
del consejo rector en el supuesto de producirse vacante definitiva por el tiempo que le restara de
mandato al consejero o consejera sustituida, determinando su número y el sistema y orden de
sustitución.  Las personas miembros del  consejo  rector  y  las  suplentes serán elegidas por  un
período de entre dos y seis años, sin perjuicio de su reelección. Los estatutos sociales deberán
establecer la forma en que se procederá a la renovación del consejo rector, que podrá hacerse por
la totalidad o por la mitad de sus miembros. En caso de que los estatutos prevean renovaciones
parciales del consejo, la duración del mandato deberá establecerse por un número par de años.
Los  estatutos  podrán  limitar  el  número  de  mandatos  seguidos  que podrá  ejercer  una  misma
persona como miembro del consejo rector.
Los consejeros que hubiesen agotado el plazo para el que fueron elegidos continuarán ostentando
sus cargos hasta el momento en que se produzca la aceptación de quienes les sustituyan.
Los  estatutos  podrán  limitar  el  número  de  mandatos  seguidos  que podrá  ejercer  una  misma
persona como miembro del consejo rector.

ARTICULO 42
3. Los estatutos sociales regularán la forma de elección por la asamblea general de los miembros
del consejo rector, y señalarán el órgano competente para decidir sobre la distribución de cargos
entre dichos miembros, que podrá ser el propio consejo rector o bien la asamblea general. Deberá
existir, al menos, una persona que ostente la presidencia y una persona titular de la secretaría. Si
los  estatutos  lo  prevén,  podrán  existir  otros  cargos,  en  cuyo  caso  deberán  regularse
estatutariamente sus funciones.

ARTICULO 46
6. Los consejeros podrán impugnar los acuerdos del consejo rector o de cualquier otro órgano
colegiado de administración, en el plazo de treinta días desde su adopción. Igualmente podrán
impugnar tales acuerdos los socios que representen el 1% de los votos totales de la cooperativa, o
cincuenta votos en el caso de cooperativas con más de cinco mil socios. El plazo de impugnación
será  de treinta  días  desde que tuvieren conocimiento de los  mismos o,  en  su caso,  desde la
inscripción en el Registro de Cooperativas, y siempre que no hubiere transcurrido un año desde su
adopción.

Las causas de impugnación, su tramitación y efectos se regirán conforme a lo establecido para la
impugnación de los acuerdos de la asamblea general.

ARTICULO 57
1. La asamblea general y, si lo prevén los estatutos, el consejo rector, podrá acordar la admisión de
aportaciones voluntarias de personas socias y asociadas, fijando las condiciones de suscripción,
que deberán respetar la proporcionalidad con las aportaciones a capital social realizadas hasta el
momento por estas, si así fuera necesario por exceder el número de solicitudes de suscripción a
las que se hubiere acordado admitir, así como las condiciones de retribución y reembolso de esta
clase de aportaciones. En cualquier caso, el plazo de suscripción no podrá exceder de seis meses
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desde el acuerdo de emisión, y el plazo de reembolso no podrá ser inferior a un año desde la
suscripción.

ARTICULO 61
1. La persona socia tiene derecho a exigir el reembolso de sus aportaciones obligatorias en caso
de baja de la cooperativa. La liquidación de estas aportaciones se hará con efectos al cierre del
ejercicio  social  en  el  curso del  cual  hubiere nacido el  derecho al  reembolso,  y  su  importe se
determinará conforme se establece a continuación.
(...)
6. Las aportaciones voluntarias se reembolsarán, liquidadas, en las condiciones que determine el
acuerdo que aprobó su emisión o transformación. Salvo que dicho acuerdo hubiera previsto un
régimen diferente, las aportaciones voluntarias se reembolsarán en el momento en que la baja
deba surtir efectos, siempre que se haya cumplido el plazo mínimo de reembolso establecido en
esta ley. En ningún caso podrán practicarse deducciones sobre las aportaciones voluntarias ni se
les podrá aplicar el aplazamiento previsto en el punto anterior.

ARTICULO 71
1.  Los  estatutos  sociales  podrán  regular  una  reserva  voluntaria  de  libre  disposición,  que  se
destinará a las finalidades que los estatutos hayan determinado o, si estos lo permiten, a las que
acuerde la asamblea general. Si los estatutos lo contemplan, esta reserva voluntaria podrá ser
repartible entre los socios en los supuestos, términos y condiciones fijados en ellos y,  en todo
caso, previo acuerdo de la asamblea general.
Se constituirá por acuerdo de la asamblea general y a la misma se destinarán las cantidades que
se determinen conforme a lo establecido en el artículo 68. 
2. En el supuesto de que la reserva voluntaria se reparta entre las personas socias, la distribución
se determinará en proporción a la participación de estas en la actividad cooperativizada durante, al
menos,  los  últimos  cinco  años,  o  período  menor  si  la  cooperativa  fuera  de  más  reciente
constitución.
3.  Cuando  el  destino  de  la  distribución  de  esta  reserva  entre  las  personas  socias  sea  su
incorporación a capital, su régimen se asimilará al de los retornos incorporados a capital social.
4. En el supuesto de que la asamblea general haya decidido individualizar total o parcialmente la
reserva voluntaria, el socio tendrá derecho a su reembolso en caso de baja, por la parte que le haya
sido acreditada.

ARTICULO 72
1. El fondo de formación y promoción cooperativa tendrá como fines los siguientes:
a) La formación de los socios y socias y trabajadores y trabajadoras de la cooperativa en los
principios y técnicas cooperativas, económicas y profesionales, o en cualquier materia o disciplina
que guarde relación directa o indirecta con la cooperativa o sus actividades.
b) La promoción de las relaciones intercooperativas,  comprendiendo toda la cooperación entre
cooperativas recogida en el Título II de esta Ley y cualquier tipo de colaboración o acuerdo que
fomente dicha relación, así como la formalización de asociaciones de índole cooperativo.
c)  La difusión del  cooperativismo por  cualquier  medio o modalidad,  con proyección pública y
dirigida a la sociedad en general, promoviendo la extensión del cooperativismo y la integración de
nuevas personas socias.
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d) La promoción cultural, profesional y social del entorno local o de la comunidad en general, en
todas sus formas y medios posibles, de manera directa o mediante colaboración externa.
e) La defensa y promoción del medio ambiente, del consumo responsable y de la protección social
en toda su extensión (sanitaria, educativa, de servicios sociales y de protección a los mayores), así
como las labores de investigación y desarrollo de forma directa o colaborativa con instituciones,
universidades o entidades, tanto públicas como privadas.
f) La creación, consolidación o promoción de otras cooperativas a través de un fondo, que podrá
ser constituido y gestionado por la propia cooperativa que lo genera o, en su caso, cedido a un
fondo  colectivo  común  creado  para  tal  fin  y  reconocido  por  el  Consejo  Valenciano  del
Cooperativismo.
A tal efecto la dotación del fondo podrá ser aportada total o parcialmente a una unión o federación
de cooperativas, o a la confederación.
Las cooperativas podrán desarrollar los fines previstos en este artículo en sus estatutos sociales,
regulando detalladamente, sin carácter exhaustivo, las acciones o actividades concretas a las que
se podrá aplicar el  Fondo y el modo de llevarlas a efecto,  en cuyo caso,  una vez inscritos los
mismos  en  el  Registro  de  Cooperativas,  se  presumirá  a  todos  los  efectos  legales  que  las
cantidades destinadas a las concretas acciones o actividades recogidas de forma expresa en los
estatutos han sido correctamente aplicadas a los fines previstos en la Ley. 

ARTICULO 81
3. El acuerdo de disolución o la resolución judicial que la declare, deberá inscribirse en el Registro
de Cooperativas y publicarse en el Diari Oficial de la Generalitat Valenciana y en un diario de gran
difusión en el territorio del domicilio social o ámbito de actuación. También se hará constar en el
Registro de Cooperativas, mediante nota marginal, la resolución administrativa firme que constate
alguna causa de disolución. Las personas acreedoras sociales dispondrán del plazo de un mes, a
contar desde la última publicación del acuerdo de disolución, para comparecer en defensa de sus
derechos.

ARTICULO 86
3. La regulación específica de las distintas clases de cooperativas no impedirá la libre delimitación
de  su  objeto  social  por  los  estatutos  de  cada  cooperativa  y  la  creación  de  cooperativas
polivalentes cuyo objeto social comprenda actividades de distinta clase, sin perjuicio de destacar
las  actividades  principales  a  los  efectos  legales  oportunos.  En  este  sentido,  las  cooperativas
polivalentes determinarán sus resultados conforme a las reglas establecidas para la  actividad
cooperativizada que se haya destacado como principal en los estatutos sociales.

ARTICULO 87
1. El derecho de voto podrá ponderarse de acuerdo con el volumen de actividad cooperativizada
por cada socio o socia, fijándose en estatutos el criterio de su atribución, y sin que el número de
votos por cada miembro exceda de cinco. Por otra parte, tampoco podrá atribuirse a una sola
persona socia más de un tercio de los votos totales de la cooperativa.

ARTICULO 89
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11. A las cooperativas de trabajo asociado que únicamente cuenten con dos personas socias
trabajadoras  les  serán  de  especial  aplicación,  mientras  permanezcan  en  esa  situación  y  aun
cuando sus estatutos establezcan otra cosa, las disposiciones siguientes:
a) Todos los acuerdos sociales que requieran mayoría de personas socias o de votos deberán
adoptarse con el voto favorable de los dos únicas personas socias.
b) Podrán constituir su consejo rector con solo dos miembros, que, necesariamente, se distribuirán
los cargos de presidencia y secretaría.
c) No precisarán constituir la comisión de recursos o la comisión de control de la gestión.
d)  Podrá  encomendarse  la  liquidación  de  estas  cooperativas  a  uno  o  dos  personas  socias
liquidadoras.
e) El importe total de las aportaciones de cada socio o socia al capital social no podrá superar el
50 % del mismo.
f) La cooperativa podrá contratar trabajadores o trabajadoras temporales de conformidad con la
legislación vigente, pero en ningún caso podrá contratar nuevos trabajadores o trabajadoras con
contrato por tiempo indefinido.
g) La cooperativa que permanezca más de cinco años con solo dos personas socias trabajadoras
vendrá  obligada,  a  partir  del  siguiente ejercicio,  a  realizar  una dotación adicional  a  la  reserva
obligatoria del uno y medio por mil de su cifra de negocios anual, sin que esta dotación pueda
conllevar que la cooperativa incurra en pérdidas totales. En el mismo supuesto, no podrá obtener
subvenciones o ayudas de la Administración del Consell, salvo las establecidas para incorporación
de nuevas personas socias.
h) Ante la baja de una persona socia, y por el periodo máximo de un año regulado en el artículo 81
de  esta  Ley  para  el  restablecimiento  del  número  mínimo  de  socios,  el  socio  o  socia  que
permanece  asumirá  temporalmente  las  funciones  propias  de  administrador  o  administradora
única sin necesidad de modificar los estatutos sociales.

ARTICULO 91
1. Las cooperativas de viviendas tienen por objeto facilitar alojamiento a personas socias, para sí y
para las personas que con ellas convivan.
También podrán tener por objeto proporcionar a las personas socias solares o terrenos para la
edificación  de  viviendas  o  facilitar  a  las  personas  propietarias  o  usuarias  de  las  viviendas,
aparcamientos, locales, instalaciones o servicios complementarios o accesorios de la vivienda, así
como servicios que consideren necesarios para el bienestar y desarrollo colectivo.
La cooperativa de viviendas podrá tener por objeto, incluso único, la conservación, rehabilitación y
administración de las viviendas y demás edificaciones, instalaciones o servicios. En estos casos,
podrán ser socias de la cooperativa las personas propietarias o usuarias de las viviendas y demás
instalaciones o servicios, con independencia de su naturaleza física, jurídica, pública o privada.
Las cooperativas de viviendas también podrán tener por objeto el desempeño de las funciones de
administrador  de  las  comunidades  de  propietarios,  sometidas  o  no  a  la  Ley  de  Propiedad
Horizontal, hayan sido o no construidas y adjudicadas en régimen cooperativo
Las  cooperativas  de  viviendas  podrán  adquirir,  parcelar  y  urbanizar  terrenos  y,  en  general,
desarrollar  cuantas actividades y  trabajos sean necesarios para el  cumplimiento de su objeto
social.
2.  Podrán  ser  socias  de  las  cooperativas  de  viviendas  las  personas  físicas  que  pretendan
alojamiento o locales para sí y las personas que con ellas convivan. También podrán ser personas
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socias  los  entes  públicos,  las  cooperativas  y  las  entidades  sin  ánimo  de  lucro  que  precisen
alojamiento para aquellas personas que, dependientes de ellas, tengan que residir, por razón de su
trabajo  o  función,  en  el  entorno  de  una  promoción  cooperativa  o  que  precisen  locales  para
desarrollar sus actividades.
Para adquirir la condición de persona socia de una cooperativa de viviendas en cesión de uso
habrá  de  realizar  una  aportación  al  capital  social,  de  cuantía  no  superior  al  importe  de  las
aportaciones que deba realizar para la construcción o adquisición de la vivienda o alojamiento en
uso. La persona socia deberá, además de realizar los desembolsos pendientes cuando le sean
exigidos, abonar las cuotas periódicas que fijen los órganos de la cooperativa para atender los
gastos  derivados  del  mantenimiento  y  mejora  de  las  viviendas  y  demás  instalaciones  de  la
cooperativa, y en su caso, de los demás servicios que la cooperativa preste a sus socios.
3. La cooperativa de viviendas determinará en sus estatutos si va a satisfacer el interés de sus
socios  y  socias  mediante  la  adquisición,  el  arrendamiento,  la  promoción,  y  en  su  caso,
construcción  o  autoconstrucción,  de  las  viviendas  por  tales  socios  y  socias;  y  si  una  vez
concluidas estas actividades las viviendas van a adjudicarse en propiedad a las personas socias o
van a cederse por tiempo determinado para uso y disfrute de las mismas. 
Cuando la cooperativa retenga la propiedad de las viviendas o locales, los estatutos, el reglamento
de régimen interno o los acuerdos de la asamblea general establecerán las normas por las que se
regirá el uso y disfrute por las personas socias de las viviendas y demás espacios, instalaciones y
servicios, tanto particulares como comunes, pudiendo prever y regular la posibilidad de cesión o
permuta  del  derecho  de  uso  y  disfrute  de  la  vivienda  o  local  con  socios  o  socias  de  otras
cooperativas de viviendas que tengan establecida la misma modalidad. 
En  cualquier  caso,  las  viviendas  y  alojamientos  ofrecidos  en  régimen  cooperativo  deberán
destinarse al alojamiento de las personas socias y quienes con ellas conviven, ya sea para uso
habitual  y  permanente,  o  para  descanso o  vacaciones,  pudiendo destinarse también para  uso
residencial o colaborativo, con carácter general o para determinados colectivos.
En el momento de constitución de la cooperativa, el número de las viviendas que se proyectan
adquirir o construir no podrá superar el doble del número de socios, excepto si se trata de una
promoción realizada en colaboración con administraciones o entidades públicas.
4. (sin cambios)
5. (sin cambios)
6. La persona titular del derecho a la adjudicación en propiedad de una vivienda o local, no podrá
transmitir  este  derecho  si  hay  personas  aspirantes  a  ser  socias,  excepto  a  estas  últimas  y
respetando el orden de antigüedad de sus solicitudes de ingreso.
7. En caso de transmisión inter vivos de una vivienda o local antes de haber transcurrido cinco
años desde la adjudicación al socio o socia, la persona transmitente comunicará previamente su
propósito a la cooperativa. Se exceptúa el caso en que la persona adquirente sea ascendiente,
descendiente  o  cónyuge  del  socio  o  socia,  o  adjudicataria  en  transmisiones  entre  cónyuges
decretadas o aprobadas judicialmente en los casos de separación o divorcio.
La cooperativa podrá decidir la adquisición de la vivienda o local, por acuerdo del consejo rector,
adoptado  en  el  plazo  de  tres  meses  desde la  comunicación,  por  un  precio  equivalente  a  las
cantidades aportadas por la persona transmitente a la cooperativa, debidamente revalorizadas.
Si la persona transmitente no lleva a efecto la citada comunicación, la cooperativa podrá ejercitar
el derecho de retracto, al mismo precio antes indicado o al precio que figure en el documento de
transmisión si fuese inferior, en el plazo de un año a contar desde el momento de la inscripción en
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el Registro de la Propiedad o, en defecto de esta, desde que la cooperativa se dé por enterada de la
transmisión.
En todo caso, el derecho de retracto prescribirá a los cinco años de la efectiva transmisión
Una  vez  ejercitados  el  tanteo  o  el  retracto,  la  cooperativa  ofrecerá  la  vivienda  o  local  a  los
aspirantes a socios por orden de antigüedad de su solicitud de inscripción.
La persona titular del derecho al uso y disfrute de una vivienda cooperativa por cesión de uso, solo
podrá  transmitir  este  derecho  si  los  estatutos  lo  han  previsto  y  respetando  las  condiciones
contempladas en los mismos.
Lo dispuesto en este apartado deberá aplicarse sin perjuicio de las limitaciones que establezca la
legislación específica, en los supuestos de viviendas que hayan obtenido ayudas públicas.
8. La persona socia,  desde el  momento de la inscripción en el  Registro de la Propiedad de la
escritura de constitución del régimen de propiedad horizontal, podrá exigir la constitución de una
hipoteca  de  máximo  para  garantizar  las  cantidades  que  venga  obligado  a  entregar  hasta  la
adjudicación de la vivienda. Los gastos correrán a cargo de la persona socia.
Será  de  aplicación  a  las  cooperativas  de  viviendas  y  para  las  cantidades  anticipadas  por  la
persona socia, antes de iniciarse la construcción o durante la misma, lo dispuesto en la legislación
vigente sobre la materia, respecto de garantías por las cantidades anticipadas en la adquisición de
viviendas.
9.  Las cooperativas que desarrollen más de una fase o promoción deberán constituir en su seno
una  sección  para  cada  una  de  ellas,  bastando  a  dichos  efectos  que  los  estatutos  sociales
incorporen una regulación genérica de las secciones. 
10. (sin cambios)
11. Ninguna persona podrá desempeñar simultáneamente el cargo de miembro del consejo rector
en más de una cooperativa de viviendas, salvo que los estatutos lo autoricen expresamente.
12. En el caso de que el consejo rector decida contratar un gestor profesional que dirija los actos
necesarios  para  el  desarrollo  del  objeto  social  de la  cooperativa,  la  asamblea general  deberá
acordar las condiciones contractuales, particularmente la delimitación de la responsabilidad civil.
13.  Las  cooperativas  de  viviendas  deberán  someter  a  auditoría  sus  cuentas  en  los  casos  y
condiciones previstos en esta  Ley y  en  las  leyes sobre  la  materia  y,  además,  en  tanto  no se
produzca  la  adjudicación  o  cesión  de  las  viviendas  o  locales  a  las  personas  socias,  en  los
ejercicios económicos en que se produzca alguno de los siguientes supuestos:
a)  Que  la  cooperativa  tenga  en  promoción,  entre  viviendas  y  locales,  un  número  superior  a
cincuenta.
b) Cualquiera que sea el número de viviendas y locales en promoción, cuando correspondan a
distintas fases o promociones.
c) Que la cooperativa haya otorgado poderes relativos a la gestión empresarial a personas físicas
o jurídicas que no sean   miembros del consejo rector.

ARTICULO 97 BIS Cooperativas de emprendimiento.
1.  La  finalidad  de  las  cooperativas  de  emprendimiento  es  fomentar  el  empleo  cooperativo  y
favorecer  un desarrollo  socioeconómico sostenible e  innovador.  Estas cooperativas tienen por
objeto generar comunidades de ayuda mutua en torno a la necesidad común de las personas
socias de crear su propio puesto de trabajo en unas condiciones que le permitan un desarrollo
profesional acorde a sus capacidades y aspiraciones personales
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2. Podrán incorporarse a la cooperativa de emprendimiento personas físicas portadoras de un
proyecto empresarial que aspiren a constituirse en cooperativa. La permanencia en la cooperativa
de estos socios y socias, que en ningún caso podrá exceder del plazo de un año, estará limitada al
tiempo necesario para finalizar y poner a prueba su proyecto empresarial, así como para tomar la
decisión de constituir o no una cooperativa. Trascurrido este tiempo, la persona socia causará baja
y tendrá derecho a la liquidación de su aportación obligatoria a capital, que le será reembolsada en
el momento de la baja sin que sean de aplicación los plazos máximos de reembolso previstos en
el artículo 61 de esta ley. Estos socios y socias tendrán los mismos derechos y obligaciones que
los previstos en esta ley para cualquier persona socia de carácter indefinido y su aportación a
capital será la que establezcan los estatutos sociales de la cooperativa.
3.  También  podrán  integrarse  como socios  de  las  cooperativas  de  emprendimiento  personas
jurídicas que tengan por objeto el fomento del cooperativismo o del emprendimiento en territorio
de la Comunitat Valenciana, o bien la lucha contra el desempleo. Su permanencia en la cooperativa
tendrá carácter indefinido.
4.  La  cooperativa,  dentro  de  su  objeto  social,  prestará  a  sus  socios  servicios  de  formación,
acompañamiento y asesoramiento, sobre todo en aspectos relacionados con el cooperativismo, la
gestión empresarial y el emprendimiento, y podrá generar oportunidades para someter las ideas de
negocio de sus socios y socias a una prueba de viabilidad comercial en condiciones de realidad.
Para realizar dicha prueba, la cooperativa proveerá al mercado de servicios relacionados con los
proyectos de autoempleo que albergue en su seno, y podrá contratar a sus socios y socias por el
tiempo que resulte imprescindible.
5. Las relaciones comerciales que la cooperativa establezca para el desarrollo de su objeto social
formarán parte de su actividad cooperativizada y tendrán la consideración a todos los efectos de
operaciones con los socios.

ARTICULO 99. Cooperativas de servicios públicos.
1.  La  Generalitat  y  las  corporaciones  locales  obligadas  a  asegurar  la  existencia  de  servicios
públicos podrán promover que la prestación directa de estos se haga mediante la constitución de
cooperativas de servicios públicos.
2.  En  estas  cooperativas  participarán  como personas  socias,  la  entidad  o  entidades  públicas
promotoras y  los  usuarios  o  usuarias  de los  servicios  que sean objeto  de la  cooperativa,  sin
perjuicio del control público que aquellas se reserven en cuanto a las condiciones de prestación de
los servicios públicos.
3. Se excluye, en todo caso, la prestación de servicios públicos que exijan ejercicio de autoridad
pública, como los de orden público y protección civil.

ARTICULO 99 BIS Cooperativas de iniciativa social
1.  La  Generalitat  y  las  entidades locales  favorecerán en su ámbito  territorial  la  prestación de
actividades y servicios de primera necesidad para sus ciudadanos mediante cooperativas que
desarrollen servicios de interés económico general.
2. A los efectos de este artículo se considerarán actividades y servicios de primera necesidad los
relativos  a  vivienda,  salud,  servicios  sociales,  atención  a  la  dependencia,  la  protección  e
integración de grupos sociales vulnerables, los suministros básicos como el agua, la electricidad y
las telecomunicaciones, la educación, la cultura, el deporte, la movilidad y el transporte.
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Las cooperativas reguladas en este artículo no tendrán ánimo de lucro en los términos que se
señalan en esta ley, se considerarán entidades de iniciativa social a los efectos previstos en la
legislación  sobre  servicios  sociales  inclusivos  de  la  Comunitat  Valenciana  y  gozarán  de  los
siguientes beneficios legales:
a) Resultar  adjudicatarias directas de concesiones demaniales o derechos de superficie sobre
patrimonio de las entidades locales para desarrollar sus actividades. 
b) Ser beneficiarias directas de subvenciones y ayudas públicas que compensen sus obligaciones
de servicio  público,  dentro  del  cumplimiento de la  normativa  estatal  y  europea en materia  de
ayudas de Estado.
c)  Acceder  de  forma  preferente  al  crédito  y  la  financiación  de  las  entidades  públicas  en
condiciones de mercado.
3. Las Administraciones públicas podrán hacer una reserva de contratos relacionados con las
actividades y servicios  de primera necesidad a la  licitación entre  cooperativas,  conforme a lo
establecido en la legislación vigente sobre contratos del sector público.
4. La relación entre las cooperativas de iniciativa social y las entidades locales se formalizará en
un convenio de colaboración que establezca de forma objetiva las obligaciones de servicio público
impuestas y los mecanismos de control en cuanto a las mismas que se reserva la entidad local.

ARTICULO 101 Cooperativas de segundo grado.
1. Son cooperativas de segundo grado las integradas por cooperativas y otras personas jurídicas
para  desarrollar  una  actividad  económica  de  modo  cooperativizado  en  favor  de  todos  los
integrantes.
Las personas jurídicas que no posean la forma de cooperativa no podrán tener en la asamblea
general un porcentaje superior al 40 % de los votos presentes y representados.
También podrán integrarse directamente como personas socias en estas cooperativas, los socios
y socias de trabajo de las mismas.
No será de aplicación a las cooperativas de segundo grado el límite establecido en el artículo 19.3
para los socios de duración determinada, aunque sus votos no podrán superar el 20% de los votos
presentes y representados en la asamblea general.

ARTICULO 102 Consorcios y Otras Uniones. Acuerdos de intercooperación.
3.  Las  cooperativas  podrán  suscribir  con  otros  acuerdos  intercooperativos  en  orden  al
cumplimiento de sus objetos sociales. En virtud de los mismos, tanto la cooperativa como sus
socios y socias podrán realizar operaciones de suministro, entregas de productos o servicios en
las demás cooperativas firmantes del acuerdo, teniendo tales hechos la misma consideración que
las operaciones cooperativizadas con los propios socios y socias.
Los  resultados  obtenidos  de  estas  operaciones  tendrán  el  carácter  y  destino  de  resultados
cooperativos en todas las cooperativas participantes del acuerdo.
Si como consecuencia de estos acuerdos, una cooperativa cede toda su actividad se considerará
que mantiene el cumplimiento de su objeto social mientras dure el acuerdo de intercooperación,
sin que sea de aplicación lo previsto en el artículo 81.1. c).

ARTICULO 108 Principio general y participación de las entidades representativas.
La Generalitat reconoce como tarea de interés público la promoción, estímulo y desarrollo de las
sociedades cooperativas y de sus estructuras de integración económica y representativa, cuya
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libertad  y  autonomía  garantiza,  y  asume  el  compromiso,  de  acuerdo  con  sus  programas  de
actuación,  de  adoptar  las  medidas  necesarias  para  que  las  cooperativas  puedan  cumplir  sus
objetivos económicos y sociales, de conformidad con los principios cooperativos.
La  Generalitat  instrumentará  la  participación  de  las  organizaciones  representativas  del
cooperativismo en las instituciones y órganos públicos bajo su dependencia,  así  como en las
decisiones que adopte el Consell y cada una de las consellerias en las materias de la respectiva
competencia.

ARTICULO 110 Formación cooperativa
La Generalitat fomentará la formación cooperativa, y con este fin:
a)  Formulará  programas  de  formación  a  través  del  Consejo  Valenciano  del  Cooperativismo,
promoviendo la participación en ellos de las propias cooperativas,  tanto en lo que atañe a su
gestión o ejecución, como en lo referente a su financiación a través de los respectivos fondos de
formación y promoción cooperativa.
b)  Coordinará  todas  las  actividades  de  formación  cooperativa  realizadas  con  cargo  a  su
presupuesto.
c)  Incluirá la  enseñanza del  cooperativismo en el  sistema educativo en sus distintas clases y
niveles y fomentará la creación de cooperativas de enseñanza.
d) Impulsará, como herramienta pedagógica, con los objetivos de generar cultura cooperativa entre
el  alumnado  y  promover  un  empleo  sostenible  y  de  calidad  para  el  futuro,  la  creación  de
cooperativas escolares promovidas por estudiantes o por los propios centros educativos para el
desarrollo  de  actividades  económicas  destinadas  a  la  producción  de  bienes  o  prestación  de
servicios. Su duración estará limitada a los cursos escolares que comprenda la acción formativa.
Estas cooperativas,  en tanto que empresas de estudiantes,  se regirán por lo establecido en la
legislación aplicable a las mismas y, además, habrán de inscribirse en el Registro de Cooperativas. 

ARTICULO 111 Fomento del cooperativismo
1. De las cooperativas en general. 
a)  La  Generalitat  promoverá  la  utilización  de  fórmulas  cooperativas  para  la  satisfacción  de
necesidades  empresariales  y  sociales,  y  fomentará  la  creación  y  desarrollo  de  este  tipo  de
sociedades. 
b)  Serán objeto de especial  promoción aquellas sociedades cooperativas que incorporen a su
actividad  la  innovación,  nuevas  tecnologías  de  la  información  y  la  comunicación,  la
internacionalización, contribuyan a la cooperación e integración empresarial o desarrollen su labor
con arreglo a principios de sostenibilidad empresarial y mejora medioambiental, conciliación de la
vida laboral y familiar, e igualdad de género.
c) En la planificación y ejecución de los programas de fomento del cooperativismo, gozarán de
especial consideración las cooperativas que promuevan o lleven a efecto actuaciones en favor de
las personas en riesgo de exclusión, singularmente a través de la creación de puestos de trabajo
adecuados a sus características.
2. En las políticas públicas
La Generalitat y el resto de administraciones públicas de la Comunitat Valenciana, así como los
entes  de  ellas  dependientes,  asegurarán,  en  el  marco  de  su  política  general,  la  promoción,
participación y especial consideración de las cooperativas en todos sus programas de actuación y
en particular:
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a) Garantizarán programas de ayuda a las cooperativas en la aplicación de sus políticas de empleo
b) Asegurarán que en los servicios públicos de asesoramiento a las personas emprendedoras se
cuente necesariamente con la presencia de personal especializado en la creación de cooperativas.
c) Procurarán la participación y colaboración de los distintos sectores cooperativos en la ejecución
de los programas de inversiones públicas.
d)  Impulsarán la colaboración de las cooperativas en la  ejecución de los programas de obras
públicas,  urbanismo  y  viviendas.  Para  el  cumplimiento  de  estos  fines,  fomentarán  que  las
cooperativas  de  viviendas  adquieran  por  el  sistema  de  adjudicación  directa  terrenos  o
edificaciones  de  gestión  pública  para  promover  la  construcción  o  rehabilitación  de  viviendas
tipificadas como sociales o de protección pública, atendiendo a criterios de urbanismo sostenible
y eficiencia energética.
e)  Las  cooperativas  tendrán  derecho  preferente,  en  caso  de  empate,  en  la  adjudicación  de
contratos de obras, servicios y suministros. 
f)  En los términos establecidos en la legislación de contratos del  sector público la Generalitat
Valenciana y las entidades locales, se reservarán a favor de las cooperativas un porcentaje de sus
contratos  de  prestación  de  servicios  de  carácter  social,  cultural  y  de  salud,  incluyendo  los
contratos de prestación de servicios sociosanitarios y de atención a personas en situación de
dependencia. En concreto, se reservará a la licitación entre cooperativas la prestación de aquellos
servicios  mencionados  cuando,  motivadamente,  se  deje  constancia  en  el  expediente  de
contratación  de  que  son  aspectos  esenciales  de  la  prestación  a  realizar:  (i)  la  proximidad  e
integración en el territorio; (ii) la corrección de desigualdades sociales, culturales o territoriales; (iii)
el fomento del empleo; y (iv) la inserción de personas en riesgo de exclusión social.
g) Se impulsará la colaboración público-privada, a través de las cooperativas, mediante el fomento
de la participación de las cooperativas en la gestión de los servicios públicos. En tal sentido, tanto
la Generalitat Valenciana como las entidades locales promoverán la constitución de sociedades
cooperativas  de  servicios  públicos  de  carácter  prestacional  como  fórmula  de  gestión  de  los
mismos,  pudiendo  participar  como socios  de  estas  sociedades  cooperativas  en  los  términos
señalados en la legislación cooperativa vigente. 
h) Las sociedades cooperativas que participen en los procedimientos de contratación o contraten
efectivamente  con  las  administraciones  públicas  valencianas,  en  el  supuesto  de  exigirse  la
constitución de garantías, solo tendrán que aportar el 25% de su importe.
3. Medidas especiales de fomento
a)  Las  sociedades  cooperativas  tendrán  en  la  distribución o  en  la  venta  de  sus productos  la
condición de mayoristas, pudiendo no obstante vender al por menor y distribuir como minoristas,
con independencia de la calificación que les corresponda a efectos fiscales.  
b) La entrega de bienes y la prestación de servicios realizados por las sociedades cooperativas a
sus socios y socias, ya sean generadas por la entidad, por sus personas socias o adquiridas a
terceros para el  cumplimiento de los fines sociales, no tendrán la consideración de venta,  con
independencia de la calificación que les corresponda a efectos fiscales.  
c)  Se  consideran  actividades  cooperativas  internas,  y  tendrán  carácter  de  operaciones  de
transformación primaria, las que realicen las sociedades cooperativas agroalimentarias y las de
explotación comunitaria de la tierra, así como las sociedades cooperativas de segundo grado que
las agrupen, con productos o materias que estén destinados, exclusivamente, a las explotaciones
de sus socios.
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ARTICULO  113  Del  fomento  del  cooperativismo  en  el  ámbito  de  los  expedientes  de  despido
colectivo y procesos concursales.
1.  Ante el  inicio de un expediente de despido colectivo o petición de informe de la autoridad
judicial en los procesos concursales que conlleven medidas de despido colectivo de trabajadores y
trabajadoras,  la  autoridad  laboral  de  la  Generalitat  facilitará  información  a  las  empresas  y  a
quienes  representan  a  los  trabajadores  y  trabajadoras  sobre  los  programas  de  fomento  del
cooperativismo en vigor. 
2. La Generalitat establecerá, en el marco de los programas de fomento de la economía social,
medidas  de  asesoramiento,  acompañamiento  y  apoyo  a  la  viabilidad  de  los  proyectos
cooperativos que surjan de dichos procesos de crisis empresarial,  con el fin de hacer viable el
cambio de modelo de gestión empresarial, para que esta recaiga en los propios trabajadores y
trabajadoras organizados en cooperativa.

ARTICULO 114 Cooperativas no lucrativas
1. La Generalitat, a través del Registro de Cooperativas de la Comunitat Valenciana, calificará como
entidades  de  carácter  no  lucrativo  a  las  cooperativas  que  por  su  objeto,  actividad  y  criterios
económicos de funcionamiento, acrediten su función social.
Se entenderá que acreditan esta función social las cooperativas cuyo objeto consista en la mejora
de la calidad y condiciones de vida de la persona, considerada de forma individual o colectiva.
2. Para que una cooperativa sea calificada como no lucrativa deberá hacer constar expresamente
en sus estatutos:
a) La ausencia de ánimo de lucro.
b)  Que  los  eventuales  resultados  positivos  que  se  obtengan  no  serán  repartibles  entre  las
personas socias,  sino que se dedicarán a la consolidación y mejora de la función social  de la
cooperativa.
c) Las aportaciones voluntarias de los socios y socias al capital social no podrán devengar interés
alguno,  sin  perjuicio  de  su  actualización  en  los  términos  establecidos  en  esta  ley  para  las
aportaciones obligatorias.
d) Las personas socias y los trabajadores y trabajadoras de la cooperativa no podrán percibir, en
concepto de anticipos societarios o de salarios, más de un ciento setenta y cinco por cien de los
salarios medios del sector.
(...)
4. En el caso de que la entidad Cooperativa sea titular, directa o indirectamente, de participaciones
mayoritarias en sociedades mercantiles, se tendrá que acreditar ante la Conselleria competente en
materia de Cooperativas la existencia de dichas participaciones, así como que la titularidad de las
mismas coadyuva al mejor cumplimiento de sus fines.
5. La transgresión de las determinaciones estatutarias establecidas en el punto anterior, conllevará
la pérdida de la calificación como cooperativa no lucrativa.
6.  Las  cooperativas  que  cumplan  lo  dispuesto  en  este  artículo  serán  consideradas  por  las
administraciones públicas de la Comunitat Valenciana como entidades sin ánimo de lucro a todos
los efectos.
7. La solicitud para el reconocimiento administrativo de su condición de cooperativa no lucrativa
deberá  ser  resuelta  en  el  plazo  de  tres  meses  contados  desde  la  fecha  de  su  presentación.
Transcurrido  dicho  plazo  sin  haberse  notificado  la  resolución  administrativa  se  entenderá
estimada la solicitud. No obstante, cuando la solicitud se formule al propio tiempo que la de la
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inscripción de la modificación estatutaria, cuando esta sea necesaria para cumplir los requisitos
para su calificación como no lucrativa, el cómputo del plazo de resolución se contará desde el día
en que se inscriba la modificación estatutaria.
El reconocimiento administrativo de la calificación como no lucrativa se hará constar, mediante
nota marginal, en la correspondiente hoja registral abierta a la cooperativa.

ARTICULO 115 Cooperativas de utilidad pública
1. La Generalitat, a través de la conselleria competente en materia de cooperativas, reconocerá
como entidades de utilidad pública a aquellas cooperativas que contribuyan a la promoción del
interés general de la Comunitat Valenciana mediante el desarrollo de sus funciones.
2.  Las  cooperativas  que  obtengan  la  declaración  de  utilidad  pública  tendrán  los  siguientes
derechos: 
a) Utilizar la mención «declarada de utilidad pública» en todos sus documentos a continuación del
nombre de la entidad.
b) Ser oídas, a través de las federaciones o confederaciones correspondientes, en la elaboración
de disposiciones generales relacionadas directamente con las materias de su actividad y en la
elaboración de programas de trascendencia para las mismas. 
c)  Gozar  de  las  exenciones,  bonificaciones,  subvenciones  y  demás  beneficios  de  carácter
económico, fiscal y administrativo que pueda establecer la Generalitat Valenciana, sin perjuicio de
las que les pudieran corresponder otorgadas por otras Administraciones públicas.
3.  Para  el  reconocimiento  de  su  utilidad  pública  la  cooperativa  deberá  estar  constituida  y
debidamente inscrita en el  Registro de Cooperativas,  en funcionamiento y dando cumplimiento
efectivo  a  sus  fines  estatutarios  de  forma  ininterrumpida  durante  al  menos  los  dos  años
inmediatamente anteriores a la fecha de la solicitud. Además, deberá carecer de ánimo de lucro de
acuerdo con lo regulado en el artículo anterior.

DISPOSICIÓN ADICIONAL
El cómputo de los plazos regulados en esta ley se regirá por lo dispuesto en el Código Civil.
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